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ASISTE: Señor Representante Uberfil Hernández. 


INVITADO: — Señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, Eduardo Bonomi. 


SEÑOR PRESIDENTE (Iturralde Viñas).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos la bienvenida al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, señor Eduardo Bonomi, y 
agradecemos su deferencia, porque cada vez que la Comisión ha tenido que plantear algún tema ha estado 
siempre dispuesto y solícito a concurrir en forma bastante rápida. Asimismo, agradecemos que haya 
concurrido, particularmente, para considerar este tema. 


Hay varios asuntos para tratar en la tarde de hoy, pero el pedido de concurrencia se debe, fundamentalmente - 
más allá de algunos temas de actualidad que queremos aprovechar la oportunidad para conversarlos con el 
señor Ministro-, a un planteo del Partido Nacional, que formulará el señor Diputado Pablo Abdala, vinculado 
con la ocupación de los lugares de trabajo. Recibimos información acerca de cuáles eran los planteos del 
Ministerio, pero luego fueron cambiados, por lo que queríamos saber de primera mano -no por algunas 
conversaciones informales, ni por la prensa-, directamente del señor Ministro, cuáles son los planes. A esto se 
referirá el señor Diputado Pablo Abdala. 


Asimismo, en lo personal, luego de considerar ese asunto quiero formular algunos planteamientos vinculados 
con un tema tangencial, como es el seguro por desempleo para algunos trabajadores que están ocupando, y la 
situación de la empresa Calvinor, en el norte de Artigas. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- En primer lugar, me sumo al reconocimiento que formulara el señor 
Presidente, que creo que puede considerarse dicho en nombre de toda la Comisión y de todos los 
Partidos representados en el Parlamento, porque realmente el señor Ministro Bonomi siempre ha sido 
receptivo a nuestros planteamientos, siempre ha estado dispuesto a concurrir y siempre lo ha hecho 
cada vez que ha sido convocado. Si bien esa es una característica que puede atribuirse a distintos 
funcionarios de la Administración y Secretarios de Estado, en algunos casos se advierte con más 
facilidad que en otros. Creo que en el caso del señor Ministro Bonomi, con mucho gusto tenemos que 
reconocer que siempre ha tenido una actitud de consideración y respeto, que no ha necesitado pruebas 
específicas o especiales con relación a la institución parlamentaria y a la función de la oposición. 


De manera sucinta -porque el propósito es escuchar al señor Ministro- quiero expresar -seguramente, habrá 
de servir para el encuadre, por lo menos, de la inquietud que el Partido Nacional tiene con relación a este 
tema- los fundamentos que nos llevaron a promover nuevamente la convocatoria del señor Ministro en el 
ámbito de la Comisión. Básicamente, tienen que ver, en el marco general de la política laboral -que, por 
definición, es de enorme vastedad-, con el tratamiento que el Poder Ejecutivo viene dando a las ocupaciones 
de los lugares de trabajo y su referencia al derecho de huelga o su interpretación -es notorio que nosotros no 
la compartimos- como extensión del derecho de huelga o como una forma de huelga atípica. Por cierto, el 
propósito no es reanudar una discusión de carácter filosófica o teórico jurídica -que la podemos tener- sobre 
la legitimidad de este aspecto -creo que las posiciones están claras-, pero sí nos interesa conocer cuál es la 
línea de trabajo que el Poder Ejecutivo viene llevando adelante, porque en los últimos tiempos hemos 
advertido algunos vaivenes o cambios de criterio. No lo cuestionamos, porque es legítimo cambiar de 
posición o, en todo caso, 1r haciendo ajustes en el curso de los acontecimientos que uno viene 
protagonizando, pero es notorio que esto ha ocurrido. 


En el mes de febrero el Partido Nacional solicitó la comparecencia del señor Ministro a este ámbito, el señor 
Ministro Bonomi concurrió, específicamente el 21 de febrero estuvo aquí presente, y nos anunció el 
propósito del Poder Ejecutivo de avanzar en la prevención de conflictos y en la regulación o reglamentación 
de las ocupaciones por la vía de una ley. Con posterioridad, concretamente el 9 de marzo, fue el señor 
Ministro quien nos convocó en esta misma Casa, en una convocatoria de carácter público a la que 
concurrieron las Cámaras empresariales, el PITCNT y los partidos políticos en su conjunto. Nosotros 
asistimos y allí nos entregó las bases de un anteproyecto de ley que iba en la dirección que acabo de 
mencionar. 


Con posterioridad, públicamente supimos -y lo supo el país- que el Poder Ejecutivo desistía, no sabemos si 
definitiva o provisoriamente, de impulsar esa iniciativa legal. Esto es lo que, en primera instancia, nos ha 
preocupado, así como también los distintos cambios de criterio que se fueron dando -por lo menos, así lo 
hemos apreciado- en función del interlocutor que el Poder Ejecutivo o el señor Ministro tuviera enfrente. En 
alguna oportunidad, habló con las Cámaras empresariales y uno fue el mensaje; en otra oportunidad, habló 
con el movimiento sindical y el mensaje fue otro diferente. Por supuesto, esta es una apreciación subjetiva, 
pero la menciono porque es lo que nosotros advertimos o percibimos de la actividad que el señor Ministro en 
esta materia ha venido cumpliendo. 


Entre lo malo y lo peor -más allá de que nosotros tenemos una interpretación distinta en lo que se refiere al 
derecho de huelga o, concretamente, el criterio de que las ocupaciones son como su virtual extensión-, 
creemos que habría sido mejor una regulación -que nosotros no compartimos, pero por lo menos, establecía 
mecanismos, límites, procedimientos-, que el vacío normativo en el cual el país se encuentra. 


Esto ha sido reconocido por el propio señor Ministro en esta Comisión, cuando con relación a la derogación 
del Decreto del año 1966 dijo con toda claridad que no había compartido la oportunidad o que entendía que a 
cambio de ese Decreto -que él no compartía en sus contenidos- hubiera sido necesario, y faltó en ese 
momento, un marco jurídico supletorio. 


Redondeando mi intervención inicial, creo que la ley siempre ofrece más garantías de estabilidad, de fijeza y 
de certeza jurídica que un decreto. Inclusive, desde ese punto de vista, creo que a través de una ley se pueden 
establecer más mecanismos que por decreto. 


Nos consta que en el proceso de discusión o de análisis interno del Poder Ejecutivo hubo observaciones por 
parte de la Presidencia de la República -me gustaría que el señor Ministro hiciera referencia a estas-, con 


respecto a alguno de los contenidos. 


A esta altura, no sé muy bien si el decreto ha sido aprobado en la mañana de hoy, y eso es algo sobre lo que 
también quiero consultar. Digo esto porque me consta que la semana pasada el señor Ministro estuvo 
avanzando en esa dirección, o por lo menos presentó un borrador o un proyecto de decreto al resto del Poder 
Ejecutivo, a los demás Ministros y al señor Presidente de la República. Por lo tanto, quisiéramos conocer los 
contenidos que se están manejando y los alcances de las observaciones que, eventualmente, se puedan haber 
formulado; nos consta que algunas se hicieron. 


Cuando decimos que la ley permite establecer más cosas que el decreto, nos han preocupado ciertos 
contenidos que fueron eliminados. Algunos nos tranquilizaron -lo confieso-, como por ejemplo que se haya 
descartado lo que en el anteproyecto de ley se mencionaba en cuanto a la información preceptiva que los 
empresarios deberían dar a los trabajadores con respecto a medidas vinculadas con la dirección o la 
conducción de las empresas. Este es un aspecto que no compartimos y según tenemos entendido, el Poder 
Ejecutivo habría dejado por el camino, por lo menos por ahora. Sin embargo, nos preocupa algo que se dice:- 
lo aclarará el señor Ministro- que en el decreto que sustituye a la ley habría sido eliminado. Me refiero a lo 
que establecía el artículo 10 del anteproyecto, que en buen romance implicaba la facultad que se reservaba el 
Poder Ejecutivo -una disposición que seguramente habríamos acompañado en el marco de una discusión 
particular en el Parlamento- con respecto a desalojar los lugares de trabajo cuando lo entendiera conveniente 
o necesario. Después de todo era una solución equivalente o similar a la que establecía el Decreto del año 
1966, que oportunamente fue derogado. 


En definitiva, lo que más nos preocupa es el hecho de que no advertimos -el señor Ministro lo aclarará ahora 
con toda seguridad- cuál es el camino y la orientación que en esta materia se viene siguiendo, porque en 
algún momento se habló de ley, en otros se habló de decreto en lugar de ley, y luego se habló de decreto 
provisorio y más adelante una ley. Por lo tanto, los contenidos también han ido cambiando en función de cuál 
sería la forma jurídica por la que se optara; en el caso del decreto eran unas, en el caso de la ley otras y en el 
caso del decreto provisorio, eran diferentes. 


En definitiva todo esto resume una situación de cierta confusión, y nosotros aspiramos a que la 
comparecencia del señor Ministro en la tarde de hoy -reitero que la agradecemos y valoramos mucho- nos 
ayude a despejar las dudas, independientemente del grado de coincidencia o de discrepancia; ya se sabe que 
tenemos un grado de discrepancia importante porque partimos de bases diferentes. Esto último no quita que 
nosotros no nos preocupemos por saber qué es lo que está pasando, ya que ese es nuestro deber, y en todo 
caso, en la medida de lo posible, dentro de una línea de acción política que viene desarrollando el Poder 
Ejecutivo legítimamente, podremos ayudar a mejorarla, aun cuando no compartamos su sentido u 
orientación. 


En términos generales, esas eran las consultas que queríamos formular, por lo menos para empezar, y sobre 
todo agradecemos a la Comisión el hecho de haber accedido a nuestro planteo. Los argumentos que 
manifesté fueron los que en su momento nos llevaron a solicitar nuevamente la presencia del señor Ministro 
que se concreta en la tarde de hoy. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Buenas tardes a todos. 


Otra vez vamos a conversar un poco sobre un tema que ya hemos abordado en más de una oportunidad. 
Quisiera hacer algunas precisiones que, además, deben estar en la versión taquigráfica. 


Cuando vinimos a la Comisión manejamos nuestras prioridades y se recordará que esta no era una de ellas. 
Para este año una de nuestras prioridades era elaborar un proyecto de ley sobre la negociación colectiva; ese 
era el gran objetivo. Ya lo planteamos el año pasado, cuando dijimos que tenía que haber tres pisos para las 
relaciones laborales y el intercambio. Un primer piso sería el salario mínimo nacional por decreto, el segundo 
piso, por rama de trabajo, a través de los consejos de salarios, y el tercer piso, la posibilidad de la negociación 
por empresa con un proyecto de ley de negociación colectiva que le sirviera de marco. 


Reitero que esto lo hemos planteado desde el año pasado y este año lo reiteramos. Cuando planteamos la 
prevención de conflictos, lo hicimos a raíz de situaciones que habían complicado un poco las cosas. 


Inclusive, creo que pusimos ejemplos como el de PROSEGUR o el de DIROX -aunque lo considerábamos 
diferente-, y otros que se dieron. 


Mencioné que habíamos llevado el tema al Consejo de Ministros y se pidió que el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social hiciera una propuesta. Inclusive, en la discusión del propio de Consejo de Ministros estuvo 
arriba de la mesa la posibilidad de un decreto o de una ley, y que nos habíamos inclinado por la ley y no por 
el decreto. Nosotros mismos fundamentamos la necesidad de que se hiciera por ley y no por decreto, pero no 
una ley que elaborara el Poder Ejecutivo y la enviara al Poder Legislativo, sino una ley en cuya elaboración 
participaran los trabajadores, los empresarios, el Gobierno y el Poder Legislativo en un debate previo porque 
es un tema delicado. 


Eso también lo planteamos aquí, apuntando a la creación de una Comisión cuatripartita. Y el 2 de marzo, 
como dice el señor Diputado Abdala -como no está Washington, no tengo que aclarar a quién me refiero-, 
hicimos el planteo en el Parlamento, pero no trajimos un proyecto de ley al Poder Legislativo, sino que lo 
llevamos a una Comisión cuatripartita que se reunió en la Sala 17, como otras que lo han hecho en el Banco 
Central o en el Edificio Libertad. Nosotros consideramos que era una Comisión cuatripartita y trajimos lo que 
yo creo que califiqué ese día como borrador de borradores o borrador de anteproyecto. Luego hablamos con, 
trabajadores y empresarios y, además, seguimos atentamente lo que ellos, y también los legisladores, 
opinaban en la prensa. Nosotros no cambiamos de posición según el interlocutor, ni mucho menos. Como se 
aclaró que era una posición subjetiva, a veces estas se corresponden con la realidad y otras no. En este caso, 
no se corresponde con la realidad para nada. O sea, es una impresión subjetiva que no se ajusta a la realidad. 


Nosotros mantuvimos reuniones informales con trabajadores, con empresarios y con asesores laborales de 
ambas partes. Y tuvimos una reunión muy formal con el sector empresarial, ya que solicitaron entrevista unas 
veinte o veintiuna Cámaras empresariales y tenían designados seis empresarios, seis Presidentes de las 
diferentes Cámaras empresariales. Allí nos plantearon sus grandes diferencias con el proyecto de ley 
fundamentalmente en dos aspectos: el artículo 2* -el que recién mencionó el señor Diputado Pablo Abdala- y 
el artículo 7. Ya se hizo referencia a qué establece el artículo 2”. Con respecto al artículo 7”, se establece la 
ocupación como parte de la huelga. Además, manifestaron alguna diferencia menor, pero acerca de ella no 
hacían cuestión; sí señalaban con fuerza estos dos aspectos. 


Los dirigentes sindicales discrepaban fundamentalmente con algunos aspectos de la exposición de motivos y 
con el propio artículo 7”. Como recordarán los señores Diputados, decía que la ocupación como parte de la 
huelga debería ser pacífica; luego había cuatro o cinco ítems con respecto a la necesidad de documentar el 
estado de las instalaciones, la necesidad de protegerlas y la prohibición de sustituir al empresario en el giro 
de la empresa. El PIT-CNT señaló que estaba de acuerdo con esas cosas y que las hacían normalmente, pero 
discrepaban con que estuvieran planteadas en una ley 


El PITCNT también discrepó con el artículo 10 que establecía la posibilidad de que el Poder Ejecutivo 
interviniera en una ocupación. 


Esas fueron las críticas más fuertes que recibimos, pero más allá de los contenidos de las críticas a nosotros 
nos pareció fuerte la situación que se creaba. Interpretamos que esto nos alejaba de discutir en forma tripartita 
un proyecto de ley de negociación colectiva, lo que para nosotros era el gran objetivo. 


Cuando mantuvimos esa reunión formal con el sector empresarial, los seis representantes de este sector 
manifestaron unánimemente la voluntad de poner toda la carne en el asador y utilizar todas las fuerzas para 
discutir un proyecto de ley de negociación colectiva que terminara con un mecanismo de prevención de 
conflictos. Inclusive, nos decían que muchas Cámaras tenían un convenio con los sindicatos que contenían 
cláusulas de paz o cláusulas de prevención de conflictos que podían considerarse. Señalaron con mucha 
fuerza las dos cosas: la crítica a esos puntos y el compromiso de discutir y llegar a un acuerdo en este sentido. 


El sector sindical de alguna manera expresó públicamente la necesidad de discutir la negociación colectiva 
antes que llegar a un proyecto de ley de estas características. En esa reunión en la que el sector empresarial 
puso tanta fuerza, yo planteé la posibilidad de realizar una nueva reunión no solo con quien habla, sino con 
los Ministros de Economía y Finanzas, de Industria, Energía y Minería y de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
porque parecía que era la posición del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y no era así, era la posición 
del Gobierno. 


Sin embargo, más allá de esto -que se podría haber obviado-, queríamos discutir el problema en línea con el 
desarrollo del país productivo. Queríamos vincular esto no solo a un hecho laboral, sino al aspecto laboral de 
un proceso de otras características. Entonces, queríamos estar presentes los cuatro Ministros; ya habíamos 
hablado de esto en el Consejo de Ministros. El sector empresarial dijo que, por supuesto, esa reunión le 
parecía muy bien. 


Cuando volvimos a conversar sobre el tema en el acuerdo de Ministros, antes de la segunda reunión, nosotros 
dijimos que el proyecto de ley de prevención de conflictos que habíamos presentado era un instrumento para 
una discusión más de fondo, pero si este instrumento no permitía desarrollar una discusión más de fondo 
había que cambiarlo. Y el sector empresarial nos planteaba discutir elementos, que estaban en el instrumento, 
en el marco del proyecto de ley de negociación colectiva. Si el instrumento no sirve para desarrollar la 
discusión de fondo, si además -también lo dijimos- las leyes necesitan mayoría para aprobarse pero algunas 
necesitan ciertos consensos sociales para que funcionen y esta ley está asegurando la ausencia de consenso 
social, cambiemos de instrumento; vayamos a otro. 


Nos reunimos nuevamente con el sector empresarial y manejamos esto mismo: cambiemos el instrumento. 
En ese instrumento -ya habíamos hablado algo de esto-, por el hecho del cambio, el artículo 2* no entraba; o 
sea que nosotros no podíamos establecer por decreto la obligación de informar. También planteábamos que el 
artículo 7” podía quedar cuestionado, pero al no ser una ley se perdía, precisamente lo que decía el señor 
Diputado Pablo Abdala, la justeza jurídica. Se perdía justeza jurídica en un tema muy discutido y tenía que 
salir la acción de amparo, porque por decreto no lo podíamos hacer. 


Entonces, el sector empresarial -al revés de lo que decía el señor Diputado Pablo Abdala- expresaba que, en 
este caso, era mejor discutir un proyecto de ley de negociación colectiva con ese instrumento provisorio, que 
fue lo que enunciamos. Lo hicimos luego de la reunión porque allí estaba la prensa; lo planteamos tanto 
nosotros como el sector empresarial y eso fue lo que trascendió. Luego aparecieron nuevas contradicciones. 
Entendemos que a los efectos de la discusión de fondo esas nuevas contradicciones son menores. El sector 
empresarial ya nos comunicó que no está de acuerdo con el decreto, pero que tampoco va a hacer problema. 
Si se le pregunta, va a decir que no está de acuerdo, pero que se trata de una decisión del Gobierno que va a 
aceptar y que se preparará de la mejor manera posible para discutir la negociación colectiva. 


Quiero aclarar que el artículo 10 no se elimina del Decreto, sino que cambia de número; por supuesto que 
queda. El PIT-CNT nos dijo que así como no lo compartía en la ley, tampoco está de acuerdo con incluirlo en 
el decreto. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Deseo saber si queda en el decreto en los mismos términos en que lo 
está en el anteproyecto o si está condicionado a determinadas situaciones en las que se ponga en riesgo 
la salud de la población, la seguridad, etcétera, es decir, razones de interés general. En el anteproyecto 
inicial no estaba condicionado a nada; simplemente, era una facultad que el Poder Ejecutivo se 
reservaba. Creo haber advertido esa diferencia en las versiones periodísticas y, por esa razón, 
aprovecho a preguntar al señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- En cuanto al proyecto de ley, hubo un 
borrador y otro que finalmente repartimos. El que repartimos ya tenía la modificación. Decía que 
procede esta facultad cuando una vez fracasados los mecanismos autónomos y heterónomos de 
solución de conflictos, la continuación de la ocupación pusiere en grave riesgo la vida, la seguridad o la 
salud de toda o parte de la población, o afectare seriamente el orden público. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- No es la versión que tengo en mi poder. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Esa versión fue la que se repartió acá, 
pero la oficial es la que acabo de mencionar, que también era cuestionada. 


Esta redacción pasa a ser el artículo 6* y reitero que queda en el proyecto. 


Esta versión fue enviada hace semanas a Jurídica de Presidencia que nos hizo algunas observaciones. Una de 
ellas establecía que sería conveniente que en lugar de ser un decreto, fuera una ley. Nosotros descontábamos 


eso; por esta razón, redactamos un proyecto de ley. De todas formas, es una observación que no impedía que 
se elaborara un decreto. pues se dice que: "sería conveniente". 


Además, tan claro es que habría sido conveniente una ley que cuando fue estudiada por Jurídica de 
Presidencia no se le encontró ninguna observación. Podía ser inmediatamente aprobada. Más allá de la 
discusión que hubo sobre si era constitucional o inconstitucional, la ley se puede aprobar tal como está. En el 
proyecto de decreto se decía que era conveniente que fuera una ley. 


La segunda observación está relacionada con los mecanismos de mediación y conciliación. Se dice que debe 
haber una instancia bipartita y luego una en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o tripartita en los 
Consejos de Salarios, y que sería conveniente fijar plazos. 


Revisamos todo y no le pusimos plazos sino que establecimos que los plazos serán los que las partes se den. 
Quiere decir que hace referencia a los plazos pero no se fija un tiempo determinado. Así lo volvimos a enviar 
a la Presidencia. Agregamos en el cambio de ley a decreto la referencia a lo que era el artículo 2* en cuanto a 
que las partes deben actuar de buena fe, comunicando toda información disponible y necesaria a los fines 
previstos en el inciso precedente. Pero al no quedar establecida la obligación, no hay inconvenientes. 


Entonces, la semana pasada lo llevamos en mano a Presidencia, no a Jurídica, después de haber estado en 
Brasilia, pero todavía no hemos tenido respuesta. Después de haber estado en Viena, el Secretario de la 
Presidencia se acaba de reintegrar. Quiere decir que no tenemos nada nuevo respecto a lo que estaba en 
nuestro poder la semana pasada. Quedó en Presidencia y supongo que en esta semana habrá alguna 
consideración. 


Esta es la información. 


Quiero establecer claramente que no enviamos el proyecto de ley al Poder Legislativo, sino que habíamos 
informado en el marco de una Comisión cuatripartita. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Las explicaciones que acaba de dar el señor Ministro confirman la 
conveniencia de contar con él en la tarde de hoy. El señor Ministro ha hecho referencia a que el 
anteproyecto de ley sobre prevención de conflictos y regulación de las ocupaciones no logró el consenso 
social que el Poder Ejecutivo esperaba y que, en función de ello, tanto el Poder Ejecutivo como el señor 
Ministro fueron cambiando la óptica en cuanto al procedimiento y al tiempo para resolver estas 
cuestiones. Todo esto ocurrió con posterioridad a su última comparecencia en el ámbito parlamentario. 
Por lo tanto, interpreté que era oportuno que el señor Ministro concurriera a darnos cuenta de todo lo 
que acaba de expresar. 


Sin perjuicio de ello, quisiera preguntar sobre un aspecto que me parece que quedó pendiente y que tiene que 
ver con la transitoriedad o el carácter definitivo de lo que el Poder Ejecutivo está a punto de aprobar -según 
se desprende de las palabras del señor Ministro- en el ámbito del Consejo de Ministros. 


Está claro que estamos yendo hacia un decreto del Poder Ejecutivo que habrá de establecer mecanismos de 
prevención de conflictos. Está claro que estamos yendo hacia un decreto que va a establecer disposiciones 
referidas al ejercicio de la ocupación como una extensión del derecho de huelga con las características y los 
ajustes que el señor Ministro mencionaba. Algunos artículos del anteproyecto se han eliminado y otros se han 
reformulado. Pero me interesa saber si esto va a ser lo que quede establecido como mecanismo regulatorio de 
aquí en adelante, por lo menos mientras dure el actual Gobierno, sin perjuicio de que todo es dinámico. 
Quisiera saber si el Poder Ejecutivo asume esto como una solución de fondo y definitiva, o como algo 
transitorio. Digo esto porque esta versión también circuló o, por lo menos, en las últimas semanas se 
atribuyeron al señor Ministro declaraciones, según las cuales el anteproyecto, proyecto o la ley quedaba a un 
costado, por ahora, y en todo caso, por ahora, ocuparía su lugar un decreto de prevención de conflictos, y que 
más adelante, después de que se recogieron determinados consensos, se legislaría en la materia. 


Me parece que en este momento no podemos pretender conocer más cuando no hemos visto -y lo veremos 
una vez que se apruebe- la letra, los contenidos y las resoluciones específicas del decreto, sobre las que nos 
pronunciaremos después de su publicación. 


Quería reiterar mi consulta acerca de este aspecto específico, además de la constancia que formulé en cuanto 
a felicitarme -perdóneseme la falta de modestia- por promover la presencia del señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Creía haberme referido a este punto 
y, si no, pido disculpas. 


Queríamos que en el marco del proyecto de ley de negociación colectiva, y no en el de uno de prevención de 
conflictos, hubiera un corolario que tuviera que ver con la prevención de conflictos. 


Sí he declarado en la prensa que este decreto sería provisorio, mientras se discutía el proyecto de ley 
respectivo. Por otra parte, también dije -lo reitero para que quede claro- que no llevaremos al ámbito 
tripartito ni al cuatripartito la discusión de un proyecto de ley de negociación colectiva propio sino, en todo 
caso, lo que se aprobó cuando se discutió una iniciativa durante dos años, mientras fuera Ministra de Trabajo 
y Seguridad Social la doctora Ana Lía Piñeyrúa. Quizás repartamos este proyecto y se comience a discutir 
sobre esta base, no porque lo compartan todos, ya que la iniciativa contiene aspectos que todos comparten y 
otros con los que se discrepa, pero como fue en lo que más se avanzó en cuanto a la elaboración tripartita y se 
discutió durante tres años, nos pareció una buena base para empezar a considerar. Quizás optemos por este 
camino. 


No nos planteamos plazos muy estrechos para discutir, es decir, no hablamos de sesenta días, de tres meses ni 
de un año, sino que nuestra intención es discutir e intercambiar ideas para saber a dónde llegamos, porque 
cuando nos impusimos sesenta días para discutir el proyecto de fuero sindical, estábamos a punto de acordar, 
pero justo en el día sesenta no hubo acuerdo y quedamos entrampados en los plazos. Lo que nos interesa es 
crear un ámbito de discusión y mientras tanto que rija el decreto; se podría suponer que si en el término de 
dos o tres años no se avanzó nada o solo hasta cierto punto, la síntesis tendrá que surgir a partir de ese punto. 
Entonces, supongo que esto se logrará en el período que comprenda esta Legislatura. 


SEÑOR DELGADO.- En primer lugar, saludo la presencia del señor Ministro. En segundo término, 
quiero consultarlo sobre los plazos. 


Si bien él señaló que hasta ahora no se ha aprobado ningún tipo de normativa vinculada a las ocupaciones -es 
decir, decreto o proyecto de ley-, porque se intentan buscar los consensos necesarios -creo que esa fue su 
expresión-, dijo algo más que me interesa destacar. E expresó que en algunas iniciativas es preciso ir más allá 
de las mayorías necesarias para aprobarlas, porque deben tener una base de consensos para darles -si cabe la 
expresión- la "sustentabilidad" política y social necesarias. 


Quiero resaltar y reconocer esta expresión, que en muchas ocasiones fue propuesta desde el propio Partido 
Nacional, cuando se trataron leyes importantes vinculadas a la actividad sindical o de la protección de los 
derechos de los trabajadores. Esto lo afirmamos en varias oportunidades, cuando se discutieron proyectos de 
este tipo, que era necesario instrumentar mecanismos de consensos o tratar de generar ámbitos de discusión 
para que participaran todos. Quizás hubiera sido necesario -y a nuestro juicio oportuno- que esa búsqueda de 
consensos se hubiera planteado previamente a la derogación del decreto vinculado con la posibilidad de que 
la fuerza pública desaloje los lugares de trabajo, antes de que lo firmara el Presidente de la República y los 
Ministros involucrados, lo que no ocurrió y a muchos sorprendió, por declaraciones de prensa de hasta el 
mismo Ministro de Trabajo y Seguridad Social. 


Quiero preguntar al señor Ministro qué plazos maneja el Poder Ejecutivo para firmar el decreto que está 
considerando. Él dijo que este decreto será transitorio, hasta tanto no se discuta una ley de negociación 
colectiva -lo que me parece importante y necesario-, pero todos sabemos que se trata de una norma marco 
importante, cuya discusión podría llevar -el señor Ministro mismo lo afirmó- varios meses y, quizás, más de 
un año. Por eso no es menor afirmar que se presentará una norma -o, por lo menos, un decreto-, que será 
transitoria y que después se incluirá este capítulo en una solución definitiva cuando se discuta una ley que sí 
es de fondo e importante. En este caso, reitero, queremos saber cuáles son los plazos concretos que el Poder 
Ejecutivo maneja para firmar este decreto. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Decía que dependemos de las 
instancias administrativas. Antes dije que el Secretario de la Presidencia, que es quien tiene en estos 


momentos el decreto, recién llegó de Viena. Supongo que su firma demorará una o dos semanas, pero 
los plazos que más me preocupan son los de la transitoriedad, es decir, el tiempo que nos lleve discutir 
el proyecto de ley de negociación colectiva. Eso no lo puedo fijar, y espero que se pueda aprobar en esta 
Legislatura. No puedo precisar cuándo se firmará este decreto. 


Con respecto a los consensos, manejamos una flexibilidad en cuanto a que no alcanzan los votos para aprobar 
una ley que los requiere. Por motivos similares nunca se reguló o reglamentó la huelga, planteándose quién 
debería votarla. Quienes antes tenían las mayorías, nunca lo hicieron. Se plantea a quienes tenemos ahora la 
mayoría que lo regulemos nosotros, que nunca estuvimos de acuerdo con reglamentar la huelga. 


Entonces, a efectos de que este intercambio sea más productivo, propondría que no hiciéramos saludos a la 
bandera. El hecho de insistir con que reglamentemos estas cosas, es un saludo a la bandera, porque nosotros 
no lo vamos a hacer. Y digo que los que están de acuerdo, y tenían la mayoría, no lo hicieron, capaz que por 
este concepto de consenso social. Reitero que tenían mayorías para hacer esa reglamentación, pero podían 
provocar un problema social mucho más grande. Entonces, pedir que hagamos eso nosotros, que nunca lo 
concebimos de esa manera, es un saludo a la bandera, y ustedes lo saben. Además, no solo no se tienen 
mayorías, sino que existe menos consenso social que antes. Esta es una digresión absoluta, porque no estaba 
en la pregunta que se formuló, pero sí estaba implícito el reconocimiento del concepto. Entonces, yo hago 
extensivo el concepto al pasado y creo que lo han utilizado quienes no pusieron el tema en el Parlamento 
cuando tenían mayorías. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Por cierto que la reflexión que formula el señor Ministro dispara una 
en sentido contrario, por lo menos en lo que a mí respecta. Yo no creo aquello de que en el pasado no se 
haya regulado nada de esto; lo mencionaba el señor Diputado Delgado. El decreto del año 1966, 
compartible o no su juridicidad -eso es discutible- rigió durante cuarenta años; esa fue una forma de 
regular las situaciones. Después de haber derogado ese decreto, el Poder Ejecutivo ha advertido que 
tenía y tiene la necesidad de hacer algo al respecto, y por algo lo está haciendo. Este Gobierno entiende 
-como dice el señor Ministro- que la ocupación es una extensión del derecho de huelga y lo está 
reglamentando en este caso por vía de un decreto. El artículo 7”, al que el Ministro ha hecho referencia 
establece los mecanismos, las condiciones y la forma con que se debe ejercer, a criterio del Gobierno, el 
derecho a la ocupación de los lugares de trabajo, que para mí no existe. 


De manera que en eso advierto cierto contrasentido; lo digo con toda franqueza. Es cierto que no hubo una 
reglamentación exhaustiva en el pasado del derecho de huelga, pero sí se reguló el problema por una vía, 
compartible o no, que rigió durante cuarenta años y que el Gobierno actualmente quiere cambiar. Para ello 
ingresa por un camino, que primero iba a ser el de una ley y ahora el de un decreto, de regulación o de 
reglamentación como se le quiera llamar, independientemente de la prevención de conflictos, con lo que 
seguramente nos podremos poner de acuerdo con facilidad. Entonces, es este Gobierno el que está 
reglamentando este derecho de huelga, por lo menos en su forma típica, según el criterio que maneja. Desde 
este punto de vista, quisiera preguntar si la Presidencia de la República, o quienes analizaron jurídicamente 
esta cuestión, han observado ese aspecto. Adviértase que la Constitución establece claramente que el derecho 
de huelga será reglamentado sobre la base de que es un derecho gremial, a los efectos de garantizar su 
ejercicio y efectividad. Mi pregunta es si el Poder Ejecutivo ha sopesado a algún nivel la circunstancia de 
regular el derecho de huelga a través de un decreto y no de una ley y si, en alguna instancia -ya sea en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o en la Presidencia de la República-, se ha advertido una eventual 
inconstitucionalidad en este aspecto. Esta es una pregunta, no una afirmación. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Quiero decir que yo no me había 
referido al decreto, sino a las mayorías necesarias para tomar decisiones; concretamente, al hecho de 
que no se reglamentó antes. 


Por otra parte, debo decir que no se planteó el hecho de que hubiera que reglamentar la huelga; Jurídica no lo 
hizo. Sí lo han hecho sectores empresariales y laboralistas que han sido consultados por el propio sector 
empresarial al que asesoró. Reitero que Jurídica no ha manejado este asunto ni tampoco los laboralistas que 
asesoran a los sindicatos. 


SEÑOR BENTANCOR.- Creo que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a través del señor 
Ministro, confirma la vocación garantista y dialoguista del Gobierno en materia de Derecho Laboral. 
Es garantista para con los derechos e intereses de empresarios y trabajadores y dialoguista, porque 
desde un principio se ha planteado el objetivo de impulsar y concretar el diálogo social, con 
intervención de las partes y mediante acuerdos. En ese sentido, como lo ha hecho en otros aspectos de 
sus posicionamientos, está respondiendo nítidamente a los lineamientos generales de la OIT, en lo que 
hay un atraso. 


Creo que la delegación del Ministerio de Trabajo este año irá con mucha tranquilidad a la OIT, en la medida 
en que no habrá planteos para levantar -como sucedía en la Administración pasada-, relativos a la fijación del 
Salario Mínimo Nacional y a los derechos laborales -aspecto en el que ha habido grandes avances-, por 
ejemplo, la libertad sindical como derecho humano fundamental consagrado por la última ley que hemos 
aprobado en esta materia. 


Tal como se ha hablado aquí, considero que muchos Ministros manifestaron la necesidad del diálogo social y 
por lo menos en las últimas Administraciones ello se planteó, pero nunca se inició. Debo reconocer que en 
alguna Administración -en la que me tocó participar- sí se promovió un diálogo social en el cual se llevó 
adelante una discusión entre las partes, pero lamentablemente ese diálogo quedó entrampado en una 
negociación que no tenía fin. Si bien se debe apostar a la búsqueda de consensos para resolver temas, que 
tienen que ver con intereses tan importantes como los de los trabajadores, de los empresarios y de la sociedad 
toda, desde mi modesto punto de vista llega un momento en que el Gobierno debe tomar una decisión porque, 
de lo contrario, esto sería algo interminable. Creo que ese fue uno de los defectos, quizás atribuible a las 
circunstancias históricas, que en aquel momento no permitió resolver las cosas. 


Ahora bien: aunque esto no lo hemos conversado ni siquiera con el señor Ministro, digo a título personal que 
esta Administración llamará a un diálogo social y llegado el momento habrá consenso o se adoptará una 
resolución. Sin duda el Gobierno tiene una propuesta programática, que debe cumplir ante el conjunto de la 
ciudadanía que lo votó, y cuenta con la legitimidad de las mayorías necesarias para hacerla funcionar. 
Entonces, entiendo que a diferencia de planteos anteriores -en los que sí se tuvo la voluntad, pero había 
circunstancias especiales, como la no pertenencia estrictamente al partido oficialista en el caso de algunos 
Ministerios, por lo que eso no pudo concretarse-, en este momento tenemos la posibilidad de avanzar en esta 
situación. 


Por tanto, entendemos que lo que ha buscado el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en este momento - 
que pasa por tener un espacio para ir avanzando en la dirección de una ley de convenios colectivos, como se 
había planteado desde el inicio de la gestión-, es un hecho positivo, sobre el que puede caber varias 
interpretaciones. Pienso que el Gobierno garantiza lo que es prácticamente unánime dentro de la doctrina 
laboral uruguaya: que la ocupación -uno de los temas centrales de este llamado a Sala- es parte del derecho 
de huelga. Creo que la mayoría de la Cátedra de Derecho Laboral se ha definido en esa dirección; 
posiblemente constitucionalistas de renombre hayan dicho otra cosa. Inclusive, cuando se ha tenido que 
actuar en el caso Vanni, desde el punto de vista del derecho penal, se ha dejado muy claro en la sentencia que 
la ocupación es parte del derecho de huelga. Lo que no es parte de eso -y fue lo que se condenó- es el uso 
indebido de los bienes ajenos y la venta o negociación de los productos que se elaboraron durante la 
ocupación. 


Creemos que este puede ser un camino. Si hemos entendido bien -conocemos el pensamiento del señor 
Ministro-, esta sería una especie de reglamentación puente hacia algo que puede superar, inclusive, el tema 
que algunos dan en llamar reglamentación del derecho de huelga indirecta, o reglamentación de la ocupación. 
Nosotros estamos apostando a la negociación colectiva, porque creemos que es el marco en el que cada una 
de las partes puede autolimitarse. De hecho, el movimiento sindical ya viene haciéndolo; como dirigentes 
sindicales, nos consta que muchos convenios incluyen autolimitaciones, como plazos, preavisos, etcétera. 
Inclusive, en este momento ningún decreto estaría violando nada, porque creo que sigue vigente el literal F) 
del artículo 3% de la Ley_N* 13.720, que establece que toda medida de huelga deberá estar precedida por un 
preaviso. Ese es uno de los aspectos que no fueron derogados; como los señores legisladores saben, hay dos o 
tres artículos de la ley de 1966 que no fueron derogados, pero nunca hemos querido hacer referencia a esos 
temas. 


Reitero que creo que estamos avanzando en un diálogo que me parece fundamental. Lamentablemente, en 
otros momentos se tocaron temas de igual o mayor trascendencia que estos, pero el diálogo entre los actores 
fue bastante menor. Voy a referirme a dos temas: la reforma de la seguridad social y al artículo 29 de la ley de 
inversiones, por el cual los trabajadores sufrieron un deterioro tremendo de sus derechos, pues se bajó la 
posibilidad de recurrir por haberes impagos de diez años -lo que, eventualmente, todos considerábamos que 
era demasiado- a dos años, lo que ni siquiera rige en regímenes como los que ponderamos tanto. Digo esto 
porque cuando tuvimos oportunidad de estar en Nueva Zelanda preguntamos a representantes del Gobierno si 
habían modificado algún aspecto en esta materia y nos respondieron que habían sido muy drásticos al bajar el 
plazo a seis años. Quiere decir que nosotros fuimos mucho más realistas que el rey. Pero en ese caso no se 
discutió prácticamente nada; más bien no se tomó en cuenta la posición de los trabajadores que todavía están 
reclamando ese derecho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reitero mi agradecimiento personal al señor Ministro; el hecho de que 
discrepe sobre el fondo del asunto no va en desmedro de la consideración personal que tengo por él. 


Quiero manifestarle que es preocupación de este legislador y de la bancada que integra trabajar intensamente 
a efectos de disuadir al Gobierno de incluir normas que regulen y autoricen la ocupación a través de decretos, 
leyes o lo que fuere, pues entendemos que eso no se ajusta a derecho. Es más: tenemos una opinión 
discordante en ese sentido; ya lo sabemos y pensamos que lo bueno de discutir estos temas a esta altura es 
que todos podemos poner un poco menos de pasión al sostener nuestras posiciones. 


Estamos convencidos de que el Uruguay, al igual que el resto de los países del mundo, no debería regular 
mediante una norma la autorización a ocupar los lugares de trabajo; no existe en ningún lugar del mundo una 
regulación legal o reglamentaria que autorice la ocupación de los lugares de trabajo. La ocupación de los 
lugares de trabajo es una vía fáctica que en algunos casos se da y que, en general, es censurada por las 
distintas legislaciones; esto hace que la ocupación se transforme en algo ilegal. Inclusive, en algún caso la 
doctrina internacional la ha asimilado a los piquetes de huelga, refiriéndose a piquetes que están fuera de la 
empresa que, al igual que la huelga, son resueltos por la mayoría de los trabajadores que integran la empresa 
-no solo por los sindicalizados-, que no obstruyen el derecho al trabajo de quienes no quieren acompañar esa 
medida ni otra más drástica, y tampoco atentan contra el derecho de propiedad del empresario, dueño o quien 
dispone de la empresa a cualquier otro título. 


En el marco del derecho constitucional nacional, entendemos que si autorizáramos la ocupación de los 
lugares de trabajo a través de una norma -ya fuera de carácter legal o reglamentario- estaríamos violentando 
el derecho de propiedad, el derecho al trabajo y el derecho a la libertad de industria y de comercio previstos 
en la Constitución. ¿Quiere decir esto que en ningún caso aceptamos la ocupación? En lo personal, no tengo 
esa opinión; sí acepto la limitación de los derechos anteriormente mencionados cuando obedecen a razones 
de interés general. En cuanto al huelga, creo que cuando una de las partes -en este caso, la empresarial- 
vulnera o intenta vulnerar los derechos de los trabajadores en huelga -que son derechos de tipo 
constitucional-, estaría de acuerdo con que se limitaran los otros derechos, aceptando la ocupación de los 
lugares de trabajo. Me parece que en los demás casos no podemos autorizar la ocupación, pues está en juego 
el Estado de derecho; digo esto con énfasis, sin pretender ser rimbombante, pero con la convicción de que 
hay un marco jurídico normativo que regula las relaciones laborales y que debe ajustarse a parámetros 
objetivos. Lo que creo es que, a pesar de la alta consideración que tengo por la gran mayoría de los dirigentes 
sindicales de mi país -por no decir por todos-, deben sujetarse a determinadas normas que estén muy 
reguladas. El hecho de creer que el movimiento sindical puede pararse al costado de las reglamentaciones y 
resolver en qué casos puede ocupar o no, no es bueno porque no se da certeza en la normativa. El hecho de 
decir que las partes quedarán en libertad para ocupar cuando no haya acuerdo luego de las negociaciones, 
implica aceptar que no regirá el derecho sino la fuerza, que en definitiva la voluntad de uno en el sentido de 
ocupar se opone a la de otro que puede tener un derecho quizás mayor. Creo que estos episodios son los que 
fomentan algunas situaciones como las que se produjeron en meses pasados, que no son buenas para nadie; 
no lo es para el país en primer lugar ni para los trabajadores que reclaman, que tienen un Ministerio que 
históricamente ha sido sensible a la problemática. Inclusive, a nadie escapa que hoy sus autoridades tienen 
una mayor afinidad con el movimiento sindical, y no digo esto a modo de crítica sino como una constatación. 
Por lo tanto, creo que la presencia de autoridades ministeriales con mayor afinidad con el movimiento 
sindical debería ofrecer las mayores garantías. Por consiguiente, el hecho de que hubiera dificultades en las 
relaciones laborales -ya sea que deriven del no pago de salarios previstos en los laudos de los consejos de 
salarios, del no cumplimiento de las normas de seguridad e higiene del trabajo o disposiciones de otra índole- 


no sería un obstáculo para que pudiera negociarse en el Ministerio y que este dispusiera, de acuerdo con lo 
que corresponde a derecho, la cesación de las medidas que estuvieran violando derechos, o la aplicación del 
derecho correspondiente. Por consiguiente, creo que en este caso habilitar la ocupación de los lugares de 
trabajo, aunque sea residualmente a la ocupación, no favorece la certeza en las relaciones laborales y lleva a 
que un trabajador se pregunte -como lo hizo hace unos días Juan Manuel Rodríguez, asesor del Poder 
Ejecutivo, en el programa de modernización de las relaciones laborales- por qué razón los trabajadores no 
habrían de ocupar, si no existe norma que habilite la desocupación; y, en definitiva, saben que la única 
manera de poder frenar la ocupación es, simplemente, concediéndosela. 


Además, se debe proteger el derecho de todos los trabajadores y no solo de los sindicalizados, sin perjuicio 
de que el Ministerio tiene derecho a aceptar dialogar solo con los que tienen una agremiación que 
históricamente es a la que le compete. No obstante ello, creo que cuando se van a dejar sin efecto los 
derechos de algunos trabajadores, como en este caso el derecho al trabajo, debería requerirse la opinión de 
todos ellos. 


En definitiva, señor Ministro, queremos manifestar la discrepancia que tenemos en este tema. Entendemos 
que sería bueno transitar algunos caminos antes de llegar al dictado de estas normas, por ejemplo, tratar de 
recabar fehacientemente la opinión oficial de la Organización Internacional del Trabajo a través de la 
discusión en seminarios, o de la utilización de distintos mecanismos, la opinión de la Suprema Corte de 
Justicia y la de las Cátedras de Derecho Constitucional y de Derecho Laboral. Al respecto, creo que tampoco 
es unánime la opinión sobre este tema en materia laboral. 


Expresamos nuestra voluntad de continuar dialogando sobre este tema en todos los ámbitos en los que se 
genere la oportunidad, pero también manifestamos nuestra serena aunque firme convicción de no aceptar 
tranquilamente que vaya a ser regulado y que se autorice la ocupación de los lugares de trabajo de forma 
legal o reglamentaria, ya que esto no era así; lo que se hacía mediante el viejo Decreto del año 1966 era 
simplemente reglamentar la posibilidad de que el Poder Ejecutivo desalojara el lugar, de acuerdo con lo 
previsto en el numeral 10) del artículo 168 de la Constitución. 


SEÑORA PASSADA.- Quiero hacer algunos comentarios y no voy a agradecer la presencia del señor 
Ministro en esta Comisión, porque cabe señalar que ya lo recibimos el 4 de mayo de 2005, el 15 de 
junio de 2005, el 15 de agosto de 2005, el 20 de setiembre de 2005, el 1” de noviembre de 2005, el 21 de 
febrero de 2006 y hoy 15 de mayo. Esto acompaña lo que planteaba el colega Bentancor en el sentido 
de que la política de este Gobierno, evidentemente, es apuntar al diálogo, pero este Gobierno también 
tiene que gobernar. 


En otro sentido, quiero hacer algunas aclaraciones. No fue el Poder Ejecutivo el que el 9 de mayo presentó el 
proyecto de ley sobre prevención de conflictos, sino la bancada de legisladores del Gobierno -Diputados y 
Senadores-; lo presentó a empresarios, a trabajadores y al resto de los legisladores, en función de la misma 
lógica de buscar los ámbitos cuatripartitos para la discusión de este tema, que no es menor. Si leemos las 
cincuenta páginas de la versión taquigráfica correspondiente a la sesión del 21 de febrero, producto de la 
presencia del señor Ministro y su equipo en esta Comisión -junto con los que estamos aquí, con alguna 
presencia más o menos de otros colegas-, advertiremos que estamos reeditando la misma discusión; y lo que 
subyace es el tema relativo a si se reglamenta o no la huelga. Entonces, invito a los colegas de esta Comisión 
a que tratemos cuanto antes, si ese es el interés, los proyectos de ley que esta Comisión ya tiene en el sentido 
de reglamentar la huelga; demos nosotros la discusión como Comisión. 


Se agradece la presencia del señor Ministro a la Comisión, pero creo que el tema no pasa por si la 
información es "decreto sí" o "decreto no"; lo que queda es una discusión sobre todo política y que debe ir 
por otros carriles. Lo que sí me interesaría discutir son las nuevas relaciones laborales que se imponen en este 
país, que debemos enmarcarlas en las propias contradicciones que tiene el sistema, pero en definitiva están 
dando solución a distintos problemas. Algunos de los colegas aquí presentes formaron parte de Ministerios en 
gobiernos anteriores y podrían haber facilitado muchísimas de las acciones que hoy está llevando a cabo este 
Gobierno, como la Ley de Fuero Sindical -podríamos haber evitado que cientos de trabajadores perdieran su 
trabajo por no poder organizarse, porque si intentaban hacerlo, los despedían por la vía de la reestructura-, 
como las negociaciones y los Consejos de Salarios. Como bien decía el señor Ministro, con una ley vamos a 
ir por el camino de buscar una negociación colectiva, inclusive llegando a los antecedentes, de cuando hubo 
algunos indicios que, evidentemente, no alcanzaron porque, de lo contrario, no estaríamos ante la 


desestructuración laboral que hoy tenemos. Ahora hay señales claras. En ese sentido, nos alegra, como parte 
del Gobierno pero también por haber participado en el movimiento sindical, que hoy podamos ir a una 
asamblea de la OIT con una versión distinta de las relaciones laborales en este país. Precisamente, como dije 
el 21 de febrero de 2006, solo alcanza con entrar a la página web de la OIT para advertir los cambios 
sustanciales que se dieron en nuestro país entre la Asamblea anterior y la última. 


SEÑOR BERNINL.- Coincido con la señora Diputada Passada en cuanto a que esta discusión ya la 
dimos -yo estaba sentado del otro lado- y en cuanto a que lo que subyace o sobrevuela no dejan de ser 
concepciones de lo que deben ser las relaciones entre actores en una sociedad como la nuestra. En todo 
caso, quiero reafirmar algunos de los conceptos que aporté anteriormente, que figuran en la versión 
taquigráfica a la que hizo referencia la señora Diputada Passada. 


En primer lugar, destaco el estilo o la forma de gobernar que plantea la nueva Administración de Gobierno; lo 
dijo particularmente el señor Diputado Bentancor. Creo que más que una señal de contradicción o de duda, el 
hecho de que se elabore y se tenga como objetivo ni más ni menos que avanzar en las relaciones laborales 
buscando el equilibrio entre las partes, entre los actores, es saludable el diálogo que genera este Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social con los actores principales; es una señal novedosa del cambio que implica la 
nueva realidad que vive el país a partir de este Gobierno. 


Creo que es más que saludable que ante determinados objetivos se busquen herramientas para alcanzarlos; y 

obviamente a partir del diálogo y de las consultas van a surgir claramente las contradicciones que se generan 
por el uso de un instrumento o de una herramienta. Pero, en definitiva, lo que no hay que perder de vista es el 
objetivo; no hay que mirar tanto el medio sino el fin. 


Por lo tanto, una vez que se percibe que las partes -como en este caso- no estaban de acuerdo es obvio, 
saludable, bueno y marca una forma de hacer Gobierno, que se busquen otros mecanismos, otras 
herramientas o instrumentos para lograr el objetivo. 


Entiendo que la reafirmación que acaba de hacer el señor Ministro en cuanto a que el objetivo fundamental es 
legislar respecto a la negociación colectiva, independientemente de ser uno de los objetivos programáticos 
que se ofreció a la ciudadanía antes de la elección, es una vieja historia que en este país ha sido bastante 
esquiva. Debo reconocer que en determinados momentos -por lo menos en los últimos veinte años hubo más 
actitudes de los distintos Ministros o Ministras de Trabajo- pudo haber existido voluntad política, pero 
finalmente la falta de resoluciones al respecto contribuyó a evitar el equilibrio que debe tener toda relación 
laboral; inexorablemente, ese desequilibrio siempre iba en favor de las empresas y de los patrones. 


Quiero dar un dato de la realidad respecto a los índices de sindicalización en el sector privado de los 
trabajadores de este país a fines del 2004 y principios de 2005; eran bajísimos, y objetivamente hablando: 
desde 1985 a la fecha venían como en un tobogán permanente. Ahora los índices de afiliación nuevos que 
existen a partir del cambio de gobierno y de la nueva realidad en materia de política de relacionamiento 
laboral son ascendentes, pero por decenas de miles. Uno no puede explicar esto por el hecho de que los 
trabajadores despertaron su conciencia de asociación y de sindicalización en forma espontánea en este breve 
lapso del nuevo Gobierno. Lo que sí se puede constatar -creo que solo aplicando sentido común- es que ellos 
sienten que antes, en la medida en que se sindicalizaran, corrían el riesgo de perder sus empleos, ser 
perseguidos e integrar listas negras, como sabemos que las ha habido en este país, mientras que ahora no es 
así. 


En definitiva, creo que si seguimos en la búsqueda del equilibrio de los actores sociales en materia de 
relaciones laborales vamos por el buen camino. Y digo esto porque tengo en cuenta lo que el señor Ministro 
acaba de reafirmar en cuanto a que la ley de negociación colectiva es un objetivo estratégico en el marco de 
esos equilibrios que se están buscando en materia de relaciones laborales. Saludo que esto sea así, porque en 
definitiva podremos ver cristalizado -en el mediano plazo- un viejo objetivo en las relaciones laborales, como 
lo que existe en todas partes del mundo, y que entiendo era una materia pendiente para nuestro país. 


Y digo más: creo que al asumir cuáles son las mejores herramientas y los objetivos en materia de relaciones 
laborales equitativas, en el desarrollo de esta reunión se introdujeron algunos elementos que, obviamente, 
también generan o demuestran contradicciones por la forma de concebirlos. Entre otras cosas, se hizo 
referencia a la representatividad de los trabajadores, que es un elemento que también define toda una 


concepción. En ese sentido, se establece tanto en la propia OIT, en el Derecho comparado, como en lo fáctico 
a nivel comparado -diría que hasta en Europa y en el mundo desarrollado- que ella se ejerce por el sindicato 
más representativo. Y cuando se afina la definición, el sindicato más representativo, entre otros conceptos, 
implica la antigiiedad, la independencia y la autonomía de lo que puedan significar las empresas, los 
gobiernos, etcétera. 


Esta definición de representatividad no es cuestionada. Voy a reiterar ejemplos que puse en una reunión 
similar de la que participé el 21 de febrero. Si uno va a España, a Francia o a Italia, ve que los índices de 
sindicalización no son altos; creo que no llegan al 10%, como es el caso de la UGT o de las Comisiones 
Obreras en España. Pero la realidad de las sociedades avanzadas en materia de las relaciones laborales es que 
se acepte claramente que la representación de los sindicatos se da por el sindicato más representativo; no hay 
discusión al respecto. Por lo tanto, cuando nosotros asumimos como prioridad la necesidad de mejorar las 
relaciones laborales y de buscar los equilibrios -que lamentablemente se habían perdido desde 1985 a la 
fecha-, debemos tener claro y reafirmar quiénes son los que representan a los trabajadores. Claro, la 
particularidad de este país es que hay una larguísima tradición de una central única y de sindicatos o 
federaciones únicos, pero no hay nada que impida a la organización de los trabajadores actuar bajo la forma 
que conciban. En definitiva, a la hora de que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de turno, tenga que 
asumir al interlocutor, lo va a hacer con el sindicato más representativo, de acuerdo con las definiciones 
comparadas y que la propia OIT ha desarrollado en cientos de recomendaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pregunto al señor Diputado Bernini si conoce los mecanismos a través de los 
cuales se declara la huelga en el Derecho español. 


SEÑOR BERNINI.- Los conozco, y hay que adaptarse a la realidad. También conozco la legislación 
alemana; cuando se decreta una huelga se cierran las fábricas y no puede entrar nadie. 


(Interrupción del señor Presidente) 


Si es una manera de discutir en el marco de esta Comisión cómo vamos a regular, creo que es 
evidente que hay mil ejemplos. En Alemania, cuando se decreta una huelga, no se abre una fábrica. Ahí 
no hay problema de ocupación... 


(Interrupción del señor Presidente) 


——-...porque la ley, en definitiva, respeta el derecho de los trabajadores y, sobre todo, la 
representatividad de los sindicatos hacia los trabajadores. 


Yo en Uruguay he tratado de investigar qué opinan la doctrina, la Cátedra y los principales laboralistas a lo 
largo del desarrollo histórico del país, y solo encontré un libro del doctor Santiago Pérez del Castillo que 
mediatiza el concepto de la ocupación como una extensión o una modalidad del derecho de huelga. También 
me consta la opinión del doctor Barbagelata, que quizás no ubica la ocupación bajo esta forma pero la acepta 
como un derecho de los trabajadores, con otra fundamentación. Claro, si uno analiza lo que opina un abogado 
administrativista o un civil, es obvio que puede tener otra concepción. El problema es que nosotros estamos 
tratando el tema de las relaciones laborales y estas hay estado muy deterioradas en los últimos años en el 
país; y obviamente, este Gobierno está comprometido, pero no a dar el poder a los sindicatos, porque no se 
trata de eso. Yo fui el 1 de mayo al acto y bastantes palos me llevé como Gobierno, porque me asumo como 
Gobierno. Lo que claramente va a tratar de evitar este Gobierno es ese desequilibrio brutal que existía en las 
relaciones laborales; creo que no existían Ministerios de Trabajo sensibles y que eran inoperantes a la hora de 
buscar esos equilibrios; la balanza, por acción o por omisión, normalmente se inclinaba para el lado de las 
empresas y no a favor de los trabajadores. Y bueno, estamos en una etapa histórica del país en la que se está 
tratando de incursionar en esos equilibrios, pero en absoluto abusando de lo que pueda significar un 
desequilibrio para el otro lado. Por algo el señor Ministro aquí acaba de desarrollar cuál fue uno de los 
motivos por el que no se avanzaba en la ley de prevención de conflictos: precisamente, porque existieron 
opiniones de las Cámaras empresariales que nos hicieron reflexionar a la hora de concretar el objetivo, que es 
la negociación colectiva. ¿Las herramientas? Bien, se hará por un decreto que va a ser transitorio en función 
de lograr ese objetivo. 


Creo que en este ámbito también sería más que saludable empezar a desempolvar proyectos que pretendieron 
ser aprobados pero no se llegó a concretarlos, que hacían referencia, precisamente, a leyes de negociación 
colectiva. Entiendo que hay muy buenos antecedentes; recuerdo el de la época de la señora Ministra Analía 
Piñeyrúa, discusión en la que participé desde el otro lado. Quiere decir que tenemos un rico material como 
para saber que no empezamos de cero. Ahora sí podemos llegar a tener la voluntad política en función de las 
mayorías que existen a nivel parlamentario como para avanzar en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me veo obligado a referirme a lo que ha manifestado el señor Diputado 
Bernini, a efectos de clarificar algunas cosas. 


En España, la huelga se define por medio de voto secreto de todos los trabajadores, no solamente de los 
afiliados. En Alemania, se realiza de la misma manera. Asimismo, el señor Diputado Bernini habla de la 
insensibilidad de los Gobiernos anteriores, por lo que le quiero recordar una visita que realizó otro 
sindicalista, el señor Juan José Ramos, en la que me felicitaban por la actuación que habíamos tenido... 


(Interrupción del señor Representante Bernini) 


La aclaración del señor Juan José Ramos consta en actas. La reunión se realizó en la calle Juan 
Carlos Gómez 1388/401. En esa oportunidad me pidieron recomendaciones para ver cómo procedían 
con respecto al tema. Creo que no hablaban de esa manera con relación a la actuación de la Inspección 
General del Trabajo del período 1990-1995. Invito al señor Diputado Bernini a que lea las actas de 
cuando el señor Juan José Ramos visitó la Comisión. 


SEÑOR BERNINI.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Enseguida se la concedo. 


Sería bueno que estudiara el tema de cómo se pronuncia toda la legislación internacional acerca de la huelga 
y en qué momento y cómo se resuelve, que es por medio de todos los trabajadores. 


SEÑOR BERNINI.- Me cuesta discutir con el Presidente de esta manera. Normalmente, el Presidente 
es quien articula la reunión y no confronta de la manera como se está haciendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cedo la Presidencia a la señora Diputada Passada. 
(Ocupa la Presidencia la señora Representante Passada) 


SEÑOR BERNINI.- De todas maneras, el señor Diputado Iturralde Viñas hacía referencia a un viejo y 
querido compañero y amigo personal. 


(Diálogos) 


Pido disculpas al señor Ministro de que se haya derivado en esta situación. Simplemente, pretendí 
dar mi punto de vista y esto ha generado polémica. 


En lo que respecta a una alusión del señor Diputado Iturralde Viñas, le sugiero que convoque al compañero y 
amigo Juan José Ramos, Presidente del sector banca privada de AEBU, para aclarar todo lo que sea 
necesario; no me corresponde hacerlo. 


Me ratifico en el sentido de que no hice especial referencia al período 1990-1995. Dije que, lamentablemente, 
progresiva y geométricamente cada vez se perdía más ecuanimidad por parte de los Ministerios de Trabajo 
con respecto a las relaciones laborales. En particular, desde el final de la década del noventa hasta el nuevo 
Gobierno, si uno analiza objetivamente las estadísticas, vemos cómo ese desequilibrio manifestó de mil 
maneras. Hacía trece o catorce años que no había mesas de negociación instaladas por el Gobierno a efectos 
de que los trabajadores hicieran sus planteamientos en forma más o menos ecuánime y equilibrada, donde el 
rol del Estado, independiente, era buscar esa lógica en la negociación entre trabajadores y empresas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- A los efectos de ir concretando los temas de la convocatoria del señor 
Ministro a esta Comisión, solicito a sus integrantes que se aboquen a estos, porque el trabajo que todos 
venimos desarrollando lleva tiempo y no lo podemos desaprovechar. Por lo tanto, solicito que nos 
ajustemos al tema por el cual ha sido convocado el señor Ministro. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- En realidad, me había anotado para referirme a los temas que señalé 
al principio de la reunión, particularmente al de CALVINOR, pero como el señor Diputado Bernini se 
refirió a un tema tangencial, creí del caso hacer una referencia porque si guardo silencio estoy 
aceptando que hubo Gobiernos que avasallaron el derecho laboral y me parece que tengo derecho a 
contestar de la manera que crea más conveniente. Supongo que el ánimo del señor Diputado Bernini 
debe estar un poco afectado, porque no será en su banca que por segunda vez se produzca una 
renuncia por actitudes distintas del Gobierno con relación al tema... 


(Interrupción del señor Representante Bernini.- Diálogos) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Preferiría no estar aplicando el Reglamento con el señor Diputado Iturralde 
Viñas. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Me voy a referir al asunto de CALVINOR. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Antes de que el señor Diputado 
Iturralde Viñas haga uso de la palabra, quisiera hacer tres precisiones. 


En primer lugar, nosotros no solo hablamos con los sindicalizados; dialogamos con todos. Negociamos con 
los que están llevando adelante un conflicto, pero hablamos con todos. Lo aclaro porque así fue manifestado. 


En segundo término, no quiero discutir sobre este tema pero con respecto a lo que la norma jurídica recoge, 
creo que hay una relación entre hechos reales que preceden a la norma jurídica y la norma jurídica. Si la 
norma jurídica no recoge hechos que tienen cincuenta años de vida en el país, hay un vacío. Entonces, 
cuando existen situaciones que se reiteran, que los Ministros de Trabajo y los Legisladores han enfrentado 
mediante la negociación y el intercambio con quienes llevaron adelante esos hechos, pero luego no se recoge 
en la norma, se puede producir un vacío. 


Hoy se pide que ante determinados hechos no se haga nada. No digo que se pida acá; a mí me lo han dicho 
tanto trabajadores como empresarios: ¿la ocupación? no, mejor que siga así y que no se haga nada. Cuando 
existe el hecho, en algún momento hay que comenzar a analizarlo desde el punto de vista de la normativa 
legal, más allá de que uno opine que tiene que ser así o asá. En algún momento -no digo ahora; esto ya lo 
hemos conversado- se tiene que analizar el hecho 


En tercer lugar, existen hechos reales, historia nacional, quizás historia comparada, pero uno toma el hecho 
como si se produjera en el lugar donde está. A ese respecto, nos hemos puesto de acuerdo con el señor 
Diputado Iturralde Viñas en comenzar a recoger experiencias, a través de seminarios y foros. Como nosotros 
estamos impulsando algunos seminarios sobre estos temas, es bueno que si la Comisión de Legislación del 
Trabajo también los impulsa, lo hagamos en común. Aspiro a que esto se haga mientras se produce toda esta 
discusión sobre negociación colectiva. 


Dejo por acá, porque de lo contrario quizás entremos en otra discusión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor Diputado Iturralde Viñas para referirse a otros 
temas. Digo esto para tratar de ordenar la reunión. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Con relación al asunto anterior, quiero manifestar al señor Ministro 
que es voluntad nuestra y nos parece muy positivo discutir una ley de negociación colectiva, ya que esto 
ha estado arriba de la mesa desde hace años. Creo que es la verdadera solución y no el abordaje 
parcial de los temas. 


Con relación a CALVINOR, nos preocupa saber qué ha pensado el señor Ministro. Como nos manifestó la 
semana anterior, sabemos que el Director Nacional de Trabajo ha convocado a la empresa y a los 
trabajadores. Tenemos conocimiento -por la Comisión que estuvo acá la semana pasada, y porque además 
hemos tomado contacto con la Junta Departamental de Artigas y con distintos actores sociales de Bella 
Unión- de que la administración que está llevando la Corporación Nacional para el Desarrollo incurre en 
algunas irregularidades tales como no verter los aportes al Banco de Previsión Social -es lo que se nos ha 
denunciado-, ni al Banco de Seguros del Estado. Por consiguiente, se han ocasionado dificultades dado que 
los trabajadores no cuentan con la mutualista, ni con el seguro de accidentes de trabajo. También se cometen 
otras irregularidades vinculadas con la legislación del trabajo como, por ejemplo, la persecución sindical que 
se está haciendo a algunos trabajadores, alguna desembozada y otra encubierta, y situaciones tales como 
licenciar a los trabajadores sindicalizados o buscar a los trabajadores ofreciéndoles incentivos para retirarse y 
luego dárselos únicamente a los que están afiliados y no a los no afiliados. Todo esto es llevado a cabo por un 
administrador que ha sido designado por la Corporación Nacional para el Desarrollo. Además, se nos acercó 
una fotocopia de una carta en la cual el señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca solicitaba a la 
Corporación Nacional para el Desarrollo su designación como administrador. Por consiguiente, queremos 
saber qué medidas se están tomando al respecto, particularmente en cuanto a la situación laboral, que es lo 
que nos interesa a nosotros en este caso. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Voy a decir cosas que ya son sabidas, 
pero las tengo que repetir. Es sabido que la empresa se encuentra intervenida por la Corporación 
Nacional para el Desarrollo y que se ha celebrado una licitación en la que la empresa ganadora fue la 
bodega Carrau. Hay denuncias de los trabajadores; las que nos han llegado con mayor fuerza no son 
las que maneja el señor Diputado Iturralde Viñas sino algunas relacionadas con lo salarial, el no 
cumplimiento de los laudos y la cuestión sindical. Estas son las denuncias que hemos recibido con 
mayor fuerza. 


La denuncia de persecución sindical se hizo luego del llamado a voluntarios para dejar la empresa con retiros 
incentivados. Desde el momento en que la empresa Carrau dice que va a seguir solamente con 35 
trabajadores y no con 50 -porque hay tareas que se realizan entre los que están en la Corporación Nacional 
para el Desarrollo y lo que pueda ser la empresa-, se presentan 13 trabajadores y solo se acepta el retiro de los 
siete que sindicalizados y no el de los seis restantes. Esa es la denuncia. La explicación que se da es que, 
precisamente, los seis retiros que no se aceptan corresponden a los trabajadores imprescindibles para el 
trabajo de la empresa; por eso no se les acepta la renuncia. 


Con respecto al no pago de los laudos, el Ministerio entiende que el hecho de que la Corporación Nacional 
para el Desarrollo sea parte del Estado no implica un tratamiento diferencial en cuanto a los salarios. Los 
laudos son aprobados por el Poder Ejecutivo y no distinguen entre empresas públicas y privadas. Esto se ha 
señalado así. Además, se fijó una reunión para los próximos días en la que participarán la Corporación 
Nacional para el Desarrollo y los trabajadores, donde también se hará referencia a la persecución sindical. Lo 
que hemos manejado como concepto -lo seguimos manejando así- es que antes de tomar medidas de 
cualquier tipo intentamos la conciliación; si no se produce la conciliación, entra a jugar la inspección o 
alguna otra medida. La reunión será el jueves 18 de mayo y trataremos estos temas. Los conceptos con los 
que vamos a la reunión son que por más que la Corporación Nacional para el Desarrollo sea un organismo 
del Estado no puede plantear algo distinto a lo que se establece para las demás empresas. 


Por otra parte, según nos informa la Corporación Nacional para el Desarrollo, por no tener tareas, todos los 
trabajadores están en seguro de paro, menos doce: siete de ellos por no tener derecho a seguro de paro y los 
otros cinco por ser integrantes del sindicato. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Me gustaría recibir alguna información respecto al seguro de 
desempleo para los trabajadores ocupantes de DANCOTEX. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Los trabajadores plantean que no 
están ocupando sino que tienen una guardia gremial. Hubo una inspección del Banco de Previsión 
Social que llegó a esa misma conclusión. Entonces, se dio el seguro de desempleo. Esa es la información 
que yo manejo. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Sin perjuicio de la valoración que al respecto cada uno pueda tener, 
quisiera saber si ha habido nuevas solicitudes de similar tenor, porque tras la probable decisión de 
otorgar el beneficio del seguro de desempleo a los trabajadores de DANCOTEX se manejó la 
información de que quienes están ocupando Impresos Vanni estarían por hacer la misma solicitud. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- De Impresos Vanni hubo dos 
solicitudes. Una solicitud fue de la propia empresa Vanni y creo que ya se concedió el seguro de 
desempleo. La otra fue de un número menor de trabajadores -que no la pidió Vanni-, que apoyan el 
proceso de cooperativa pero no están ocupando. No sé si ya se ha dado el seguro de desempleo, pero iba 
en ese camino. Reitero que no son ocupantes. 


SEÑOR BENTANCOR.- Hay una preocupación de los trabajadores, en primer lugar, y de la opinión 
pública sobre el futuro de DANCOTEX. Sabemos que es una materia delicada y que se están haciendo 
esfuerzos. Los colegas recordarán que cuando el señor Soloducho concurrió a la Comisión le 
preguntamos qué posibilidad había de que el local de DANCOTEX en Montevideo siguiera trabajando 
en alguna parte del proceso, ya que el núcleo principal será trasladado a Colonia según él lo ha 
decidido. 


Creo que, además del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, también está trabajando el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería y otros colaboradores. Nos gustaría que el señor Ministro se refiriera a este tema 
porque en la Comisión recibimos muchas llamadas preguntando cuál será el desenlace de esta situación. Hay 
un grupo de trabajadores que han aceptado ir a Colonia pero hay otros que por razones familiares les resulta 
imposible. 


Además, tenemos otra consulta. 


El señor Ministro está hoy, mañana se irá, y la vida sigue andando, y la Comisión tendrá que seguir tratando 
temas. En las próximas sesiones, con seguridad, trataremos con profundidad el tema de la tercerización, la 
mano de obra tercerizada. Está a consideración de la Comisión el proyecto del Poder Ejecutivo y, a la vez, 
consideramos del caso retirar del archivo un proyecto que presentamos en la Legislatura pasada. Creemos 
que es un tema muy importante y que debe ser uno de los asuntos prioritarios a tratar en las próximas 
sesiones de esta Comisión, puesto que el fenómeno de la tercerización y las empresas que ofrecen mano de 
obra tercerizada es motivo de mucha situación conflictiva, cuando no de agravio, en lo que tiene que ver con 
los derechos y los intereses de los trabajadores. Es un tema difícil, de necesaria legislación. Reitero: 
conocemos la postura del Poder Ejecutivo y en los archivos del Parlamento existe un proyecto que más o 
menos está en la misma dirección. 


Me interesa saber si el señor Ministro comparte lo que los legisladores del Gobierno estamos planteando en 
el sentido de que este debe ser uno de los temas prioritarios para la Comisión y acerca del cual quizás haya 
menos discrepancia entre todos los sectores políticos que en otros casos. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Información de prensa da cuenta de que el Gobierno tendría la 
iniciativa de expropiar la planta de DANCOTEX. En ese sentido, quiero saber si eso está en carpeta 
para el Gobierno. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- El tema DANCOTEX es muy difícil 
para el Ministerio; no es un problema sencillo. Varias veces se ha dicho que el empresario tiene 
derecho a manejarse de acuerdo con la mejora de la rentabilidad de la empresa y los trabajadores 
tienen derecho a reclamar que no se los traslade doscientos kilómetros. 


Se creó una Comisión en el Ministerio de Industria, Energía y Minería en la que participó el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, y se estableció que ante una rentabilidad muy acotada, muy pequeña, la 
unificación de las dos centrales la duplicaba. 


Por otra parte, me resulta muy difícil intervenir porque lo que uno manifiesta acá se hace público, y no quiero 
alentar expectativas que después no se cumplan, ni desalentar la posibilidad de que se trabaje, por las 
expectativas. Por lo tanto, solicitaría que se suspendiera la versión taquigráfica. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se suspende la versión taquigráfica. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Por otra parte, he desmentido por 
todos lados la versión de que el Gobierno estaría dispuesto a expropiar la planta de DANCOTEX. 
Muchas veces se toman las afirmaciones iniciales, o supuestas afirmaciones, y no los desmentidos. 


La expropiación no procede, ni tampoco existe un inversor extranjero; esto lo he afirmado por todos lados. 
Tampoco se está explorando esa posibilidad. 


No están así planteadas las cosas. Estamos tratando de hablar con el empresario, con los trabajadores y con 
distintos organismos del Estado para encontrar una salida. Esa es la realidad. 


En cuanto a la pregunta que formuló el señor Diputado Bentancor, quiero decir que la ley es importante. En 
ese sentido, me interesa marcar el alcance del planteamiento que formulamos, porque puede haber otro. 
Como se maneja la posibilidad de regular la subcontratación, nuestro objetivo -quiero dejarlo claro- no fue 
eliminar la subcontratación pues es válida siempre que se cumplan determinados requisitos, y me refiero no 
solo a la subcontratación para una tarea eventual sino para la de cualquier tipo. 


He hablado con empresarios, fundamentalmente extranjeros, quienes plantean que van a invertir, que van a 
poner mucho dinero, pero que no quieren manejar personal y pretenden subcontratar. ¡Está bien! Lo que acá 
se establece es que para subcontratar deben cumplir con los laudos, pagar BPS y Banco de Seguros del 
Estado, es decir, cumplir con todo lo que corresponde a una empresa con relación a sus trabajadores. Si 
además, en el caso de que establezca una subcontratación, el empresario tiene un gasto plus y está dispuesto a 
pagarlo, que lo haga, pero debe tener claro que no puede evadir responsabilidades. Ante este caso, me han 
dicho: "Yo no tengo problemas con eso, pero no quiero manejar personal". Lo maneje o no, tendrá que 
cumplir con la normativa legal y no contratar a una empresa subcontratista, que no sería responsable, para 
evadir la responsabilidad, trasladándosela a alguien que después no puede cumplir, ni responder. Entonces, si 
eso sucediera, tiene que responder la empresa madre. 


Hicimos el proyecto con ese sentido. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay más preguntas, la Comisión agradece una vez más la presencia 
del señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social y la deferencia que ha tenido con esta Comisión cada 
vez que lo ha convocado. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


